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LOS DELITOS DE CORRUPCIÓN COMETIDOS MEDIANTE SOBORNO.

CONSIDERACIONES DE POLÍTICA CRIMINAL

Jesús Bernal del Castillo

Excmo. Sr. Presidente, Sras y Srs. Académicos
Es para mí un honor pronunciar esta disertación al ser recibido como Académico Correspondiente en esta ilustre corporación. Considero que mi incorporación a la misma es un momento importante en mi vida profesional que transcurre como profesor de la muy querida Universidad de Oviedo, debido al prestigio que para un jurista de nuestra región supone formar parte de la Real Academia Asturiana de Jurisprudencia. 

Es de justicia, por tanto, dar comienzo a mi intervención con algunas palabras de agradecimiento que hago extensivas a cada uno de los miembros de la Real Academia. No obstante quiero detenerme a mencionar en particular a algunas personas de quienes de una u otra forma me siento especialmente deudor. En primer lugar a D. Rafael Fonseca González, quien ha tenido la amabilidad de presentar mi solicitud de ingreso y y quien en su día, todavía no muy lejano, fue mi profesor en las aulas del viejo caserón de S. Francisco, impartiéndome si mi memoria no me falla, la asignatura de Derecho de Familia y Sucesiones correspondiente al quinto curso de la carrera de Derecho. Quiero también manifestar mi agradecimiento a D. Leopoldo Tolivar Alas, Presidente de esta Academia, quien me ha manifestado la amabilidad y calidad de su trato no sólo en esta ocasión sino de forma repetida a lo largo de todos los años en que hemos compartido docencia en la Facultad de Derecho. Igualmente no puede faltar mi reconocimiento a D. Ramón Punset Blanco y mi recuerdo a mi maestro, hoy ausente, el profesor D. Rodrigo Fabio Suárez Montes, así como a todos mis compañeros del Área de Derecho Penal de la Universidad de Oviedo.

No puede faltar, por razones que todos comprenderán y compartirán, la mención final a mi padre, D. Jesús Bernal Valls, en  quien he tenido un modelo de virtudes humanas y prestigio profesional, que espero poder llegar a reflejar algún día aunque sea a una escala mucho menor. 

Mi disertación versa sobre el tratamiento penal de los delitos de corrupción cometidos mediante soborno, tema que abordaré desde una perspectiva Político Criminal, intentando determinar qué es lo que constituye a estos delitos como el foco de atención de la intervención del Derecho Penal en el ámbito de la lucha contra este fenómeno que hoy día tanto preocupa.
1. Planteamiento.

Se puede asegurar, sin riesgo de caer en lugares comunes, que la corrupción como fenómeno criminal representa uno de los problemas que caracterizan el panorama social, político y económico de la época contemporánea.
En efecto, a pesar de tratarse de conductas que se repiten a lo largo de la historia, como un ejemplo más de la tentación humana de obtener de beneficios ilícitos a la hora de ejercer el poder político o social pervirtiendo la finalidad de su ejercicio, parece cierto que la sociedad de nuestros días  experimenta un especial agravamiento en su salud ética, con síntomas de aparición de nuevas formas de abuso de poder, apreciándose el contagio del afán de lucro en el ejercicio de amplias esferas de actividades, no sólo políticas o administrativas sino también económicas y empresariales, y diagnosticando la institucionalización de la corrupción como enfermedad endémica en amplias zonas de nuestro planeta.


Dejando de lado esta metáfora sanitaria,  puede decirse que la corrupción entendida como forma específica de ejercicio desviado o ilegítimo del poder (no son sinónimos estos conceptos), se ha incrementado exponencialmente o al menos se ha hecho más visible en nuestros días, reclamando nuevas acciones de prevención y reprensión de estas conductas no sólo –y esto me parece importante señalarlo-como fruto de una política interna de los Estados, sino formando parte de una Política conjunta contra la corrupción en el ámbito internacional, dada la globalización de este fenómeno.


La complejidad del problema de la corrupción hace vana la pretensión de abordar en esta disertación temas demasiado generales, como puede ser el concepto de corrupción, su fenomenología o sus causas,
 pero ni siquiera se puede exponer aunque sea con brevedad, la especial intervención que se reclama al Derecho Penal como instrumento de prevención y represión de los denominados delitos de corrupción. Por ello, he elegido simplemente desarrollar en esta sesión una de las cuestiones que dentro del ámbito del Derecho Penal anticorrupción me parecen de especial interés: los delitos que denomino de soborno, que en nuestra legislación penal se corresponden con las figuras de cohecho, corrupción en el ámbito privado y corrupción en las transacciones económicas internacionales.


Evidentemente estos delitos no son los únicos que en nuestro Código Penal cabe definir como corruptos,
  pero encuentro dos razones para afirmar su importancia objetiva dentro de ese grupo. 


La primera de estas razones es que los delitos que denomino como  soborno contienen una estructura interna que permite apreciar en ellos ese núcleo de desvaloración (antijuridicidad) que representa la esencia de la corrupción como hecho ilícito, lesivo de bienes jurídicos concretos y que me permiten calificarlo como paradigma de los delitos de corrupción y que legitiman el recurso al derecho punitivo conforme a los criterios clásicos de fragmentariedad y subsidiariedad.


La segunda razón que despierta ese interés es la centralidad de estos delitos dentro del ámbito de la Política Criminal contra la corrupción, que se manifiesta en la  indicaciones de las instituciones internacionales que delinean la Política Criminal de los diversos Estados contra la corrupción y que también  han seguido también el legislador español, en las últimas reformas del Código Penal de 1995, en las cuales ha incidido especialmente en los delitos de soborno.


No realizaré en este breve espacio de tiempo un estudio dogmático  de cada figura delictiva de corrupción mediante soborno. Intentaré exponer su regulación en nuestro Código Penal atendiendo a las dos perspectivas señaladas hace un momento. En primer lugar, la adecuación de la reforma de estos delitos a la Política Criminal internacional  contra la corrupción y, en segundo lugar, trataré de delimitar  su  núcleo de antijuridicidad, de forma que como ha expuesto el profesor Jeremy Horder, pueda responderse a la pregunta “What´s wrong with Bribery?”, es decir qué es lo que hace del acto de soborno una conducta esencialmente corrupta.
 

2. La Política Criminal internacional anticorrupción.


La extensión de la corrupción en muchos países y el condicionamiento que ello supone en amplios sectores de las relaciones políticas, sociales y económicas, han convertido a este fenómeno en un problema transnacional o global, que exige una actuación frente a la misma qua nazca del esfuerzo combinado de los diversos Estados y de las Organizaciones Internacionales a nivel mundial o regional. Los tratados y convenios que de forma especifican se han dedicado a diseñar la Política Criminal contra la corrupción son numerosos. Por su importancia respecto al tema de esta disertación debo citar especialmente:

- la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción de 2003 (Resolución 58/4 de la Asamblea General, de 31.10.2003); 
- el Convenio Penal sobre la Corrupción (nº 173 del Consejo de Europa, de 27.01.1990) 
- y la Convención para combatir la corrupción de Agentes Públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales (OCDE, 21.11.2014).

Características de esta acción internacional:


Existe un amplio consenso en todos los ámbitos -legislativo, jurisprudencial y legal- sobre la dificultad de delimitar este fenómeno
. A partir de esta premisa, los distintos instrumentos internacionales y los cuerpos legislativos de muchos Estados han renunciado con acierto a ofrecer un concepto simplista de corrupción, prefiriendo expresar generalmente las consecuencias más comunes de este problema en los distintos ámbitos sociales, políticos o económicos.
 


Lo que si entienden posible es definir delitos concretos dentro de ese fenómeno general, delimitando sus elementos y exigiendo a los diferentes Estados la tipificación de los mismos. En esta concreción de las conductas que deben calificarse como corruptas los convenios internacionales no ofrecen una perspectiva uniforme ni en la enumeración de los delitos ni en su configuración, pero se observan en todos ellos algunos rasgos comunes, de los cuales quiero resaltar los dos siguientes:


1º La especial importancia que se da a los delitos de soborno, a los que se identifica en algunos casos con la palabra corrupción,
 concretando de forma muy específica sus elementos y modalidades y proponiendo su persecución como el primer objetivo de la obligación de los Estados en la adopción de medidas penales. En este sentido se enmarca también la preocupación por tipificar el soborno de funcionarios públicos extranjeros o del personal de organizaciones internacionales.      


2º La extensión de la intervención penal a la corrupción tanto en el ámbito público como en el privado, que refleja la especial relevancia y preocupación por los efectos de la corrupción en el sector de la Economía, especialmente en el ámbito de las relaciones económicas internacionales más que en el ámbito de la gestión pública. 


Uniendo estas dos características se puede entender que en términos generales la reforma del Derecho Penal en muchos Estados se haya orientado preferentemente a tipificar o a reforzar las sanciones penales contra los delitos de soborno y a extender la tipificación de estas conductas al ámbito de los negocios y de las relaciones económicas. Aunque existen interesantes estudios que permiten tener una perspectiva de estas características en el derecho comparado,
 lógicamente vamos a desarrollar únicamente lo que ha sido y es actualmente la Política Criminal contra la corrupción en el Derecho Penal español.

3. El proceso de reforma de los delitos contra la corrupción en el Derecho Penal español.

     
El marco normativo penal contra la corrupción ha sufrido en España una reforma sustancial motivada por la ratificación de los Convenios internacionales sobre esta materia que se ha materializado en las reformas del Código Penal de 2000, 2003, 2010 y actualmente la del presente año 2015.
     
Sin pretender desarrollar a fondo cada una de las cuestiones que sugiere este tema, podemos señalar algunas características del modelo penal de la corrupción punible en España y de su reforma actual. 

Fundamentalmente cabe destacar la ausencia de un marco legal unitario contra la corrupción dentro del Código Penal y la dificultad de delimitar cuales son los delitos que pueden calificarse como corruptos. En efecto, la estructura sistemática del Libro II del Código Penal español no contiene expresamente ningún Título que unifique las diferentes conductas delictivas que podríamos definir como delitos de corrupción. Es más, la palabra corrupción no ha sido utilizada en el Derecho Penal español para significar ningún delito concreto hasta las recientes reformas del Código Penal.

     
La lógica de este planteamiento radica en una comprensión  tradicional del fenómeno de la corrupción diferente a la moderna tendencia internacional, en la cual, como ya hemos visto, se identifica conceptualmente este hecho con conductas delictivas concretas, de forma especial con los delitos relativos al soborno. Por el contrario, se puede considerar que el Derecho Penal español ha entendido tradicionalmente la corrupción como un acto formal de abuso en el ejercicio de poder, en el sentido que ha expuesto Urs Kindhauser: “corrupción es formalmente una forma de agresión, al igual que el engaño, la amenaza o la violencia. Corrupción es formalmente abuso de un poder de decisión, sin que el objeto del abuso esté formalmente abarcado…”.
 

     
La ausencia de un concepto de corrupción identificable con la lesión de determinados bienes jurídicos ha tenido históricamente dos consecuencias en el Derecho Penal español que interesa resaltar aquí. La primera es la focalización de la lucha contra la corrupción en el ámbito de la actividad pública, dado el punto de partida generalmente aceptado de la corrupción como un fenómeno propio de la gestión del poder político y administrativo, que es punible en beneficio del correcto funcionamiento de las instituciones. La sistemática del Código Penal español ha ayudado a esta consideración regulando en el Título XIX los delitos contra la “Administración Pública”.

     
La segunda consecuencia derivada de la complejidad a la hora de definir la corrupción punible ha sido la dificultad de identificar de determinar qué infracciones pueden calificarse como tales. Por una parte no todos los delitos que implican un abuso de poder en el ejercicio de funciones públicas son necesariamente actos de corrupción.
 Y por otra resulta evidente que fuera del ámbito de la gestión del sector público existían conductas que merecían el calificativo de actos de corrupción punible, especialmente en el orden socioeconómico y que estaban ausentes del Código Penal, como expresaba Enrique Bacigalupo.
 


A partir de estos datos se puede afirmar que el Código Penal español ofrecía un marco legal amplio para la punición del fenómeno de la corrupción pero que, al mismo tiempo, estaba necesitado de una reforma conceptual e interpretativa en cuanto a la delimitación de esas conductas. 

     
Los defectos señalados se han puesto de manifiesto por las exigencias derivadas de la incorporación de España al sistema internacional de prevención y lucha contra la corrupción
 y también por los cambios sociales y económicos que imponen una adecuación de los recursos legales a las nuevas formas de corrupción y a su dimensión globalizadora.

     
Las consideraciones anteriores han orientado una reforma penal en España en torno a la corrupción caracterizada, entre otros, por los siguientes rasgos: 

     
- La extensión de la tipificación penal de la corrupción al ámbito de las actividades privadas, en concreto las de naturaleza socioeconómica. 

            - La ampliación de la responsabilidad penal por estos delitos a los actos cometidos o que afecten al ámbito internacional, en especial mediante la punición de la corrupción a funcionarios públicos extranjeros, funcionarios comunitarios y miembros de organizaciones internacionales, con especial referencia al principio de extraterritorialidad.
 


- El proceso de reforma no ha conseguido (ni ha pretendido) la identificación de un concepto objetivo de corrupción y, como consecuencia, se hace necesario delimitarlo, por razones de seguridad y de eficacia, a partir de los concretos delitos que pueden considerarse como tales.


Desde esta perspectiva, dada la complejidad de este fenómeno y la fragmentación de nuestro Código Penal en esta materia, resulta conveniente la identificación de un delito o delitos que representen el núcleo de valoración negativa esencial de la corrupción. A estos efectos y sin quitar importancia a otros delitos de corrupción, creo que no resulta disparatado aceptar la centralidad de los delitos que regulan conductas de soborno dentro del ámbito de la corrupción punible en nuestro país, de acuerdo también con la importancia que estos delitos presentan en los textos internacionales contra la corrupción. En concreto me refiero a los delitos de cohecho y de corrupción en el ámbito privado.
4. Los delitos de cohecho y la delimitación del bien jurídico protegido.
     
La regulación actual de los delitos de cohecho se encuentra ubicada sistemáticamente dentro de los delitos contra la Administración Pública. De forma general se considera que la reforma de estos delitos en el año 2010 simplifica y corrige en gran parte las complejas y deficientes definiciones legales tradicionales. La nueva reforma del Código Penal del presente año 2015 mantiene la estructura de estos delitos, aunque incrementa sensiblemente su penalidad.  A efectos expositivos se pueden distinguir los delitos de cohecho atendiendo a si son cometidos por el funcionario o autoridad (cohecho pasivo) o por un particular (cohecho activo).
     
Cohecho pasivo: cometido por la autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa
A- Para realizar en el ejercicio de su cargo un acto contrario a los deberes inherentes del cargo o para no realizar o retrasar injustificadamente el que debería practicar (art. 419).

B- Para realizar un acto propio del cargo (art.420).

C- Cuando la dádiva, favor o retribución se recibiere o solicitare por la autoridad o funcionario público, en sus respectivos casos, como recompensa por la conducta descrita en los dos casos anteriores (art.421).

D- Cuando la autoridad o funcionario público admitiera dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en consideración a su cargo o función, esto es, sin vinculación con un acto del cargo determinado o determinable (art.422).

     
Cohecho activo: (art.424): Se castiga al particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cualquier otra clase a una autoridad, funcionario o persona que participe en el ejercicio de la función pública:

A. Para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a su cargo o para       que no realice o retrase injustificadamente el que debería practicar.


B. Para que realice un acto propio de su cargo.

C. O en consideración a su cargo o función.

La concreción del bien jurídico afectado por estas conductas y, por ello, del injusto material de los delitos de cohecho en España es una cuestión que ha sido tratada ampliamente por la doctrina y que no puede desvincularse del conjunto de todos los delitos que lesionan valores relacionados con el ejercicio de funciones públicas. En los delitos contra la Administración Pública aparece un núcleo normativo material común, que se refiere a un modo de desempeñar la función pública de una forma determinada, concretada como la realización de la actividad pública no mediando otros fines que no sean los que legalmente justifica su desempeño y garantizan su eficacia. 
Este fundamento valorativo nuclear que delimita el bien jurídico se aleja de la perspectiva subjetiva del cumplimiento del deber de funcionario, entendido como un deber de lealtad personal. A pesar de las diferencias de opinión entre los distintos autores, se ha abierto paso en España la identificación del bien jurídico protegido en los delitos cometidos por funcionarios y, por ello, en los delitos de corrupción en el ámbito público, con la protección de los fines y objetivos que son exigibles a la Administración y que deben ser cumplidos por quienes actúan en su nombre. 

Este núcleo normativo común es perfectamente identificable en aquellos actos que implican un soborno, lo que permite calificar el cohecho en el Derecho Penal español como una conducta corrupta paradigmática, tanto en su modalidad pasiva como activa. La diferente forma de realizar las conductas típicas justifica no obstante su regulación como delitos independientes,
 así como las diferencias punitivas entre las diferentes formas de soborno pasivo. 

A partir de ese núcleo de desvaloración común a las distintas formas del cohecho resulta necesario identificar en cada una de ellas, como bienes jurídicos afectados, cuales son los principios jurídicos formales que de forma específica desarrollan el comportamiento exigible a los funcionarios y que sirven de garantía a los intereses particulares y colectivos a los que sirve la Administración. En  cada una de las clases de cohecho puede apreciarse la afectación de alguno de los principios mencionados, fundamentalmente los principios de legalidad, imparcialidad y objetividad,
 directamente lesionados o puestos en peligro cuando se desempeña la actividad pública mediando un beneficio extraño e inapropiado a la función desempeñada, que se encuentra viciada objetivamente por esa razón. 

     
El fundamento del injusto material aquí mantenido plantea el problema de fijar un límite mínimo desde el punto de vista de la gravedad de las conductas de soborno a efectos de justificar la tipificación de las mismas por el Derecho Penal y también la exigencia de delimitar los elementos de cada modalidad de cohecho a efectos de reconocer una penalidad diferente, más o menos grave.  Ambas cuestiones dependen del grado y modo de la afectación del concreto bien jurídico protegido y de su naturaleza como delitos de peligro o de lesión de los principios que especifican el correcto ejercicio de la función pública.

     
Desde esta perspectiva, puede afirmarse en mi opinión que el mínimo de gravedad exigido para justificar la tipificación de los delitos de cohecho es que la conducta del funcionario o del particular encierre al menos un peligro abstracto o posible para el principio de imparcialidad u objetividad. Veamos cómo se concreta este límite en cada una de las modalidades de cohecho. 
     
En el artículo 419, cuando el objeto material del soborno es la realización de actos contrarios a los deberes inherentes al cargo y también cuando se trata de no realizar éstos o de retrasarlos indebidamente, nos encontramos ante una lesión del principio de imparcialidad. Los actos que se pretenden son abiertamente ilícitos y en ocasiones delictivos y, por ello, no puede hablarse de una actuación imparcial del funcionario. Por esta misma razón, el funcionario público que comete el cohecho se sitúa en abierta contradicción también con el principio de legalidad. La lesión de este principio se consuma con la simple solicitud o aceptación del beneficio por el funcionario.
 

     
La misma fundamentación de la lesión del principio de imparcialidad por el funcionario se puede aplicar al delito de cohecho del artículo 420. Aquí se regula el intento o el acuerdo de recibir un beneficio a cambio de realizar un acto propio del cargo. Ya no se trata de realizar un acto injusto, pero la lesión del principio de imparcialidad se produce igualmente porque se ha tomado una decisión no fundada en motivos objetivos sino motivada en la confianza de recibir ese beneficio, lo cual resulta radicalmente incompatible con la objetividad debida en la toma de decisiones del funcionario. Es correcto que el legislador español establezca una pena inferior a este tipo de cohecho que la  prevista en el art. 419, dado que aquí el acto que realiza el funcionario no es un acto contrario a sus deberes. 

     
Los autores españoles se han planteado más problemas respecto a la justificación de otros supuestos de cohecho pasivo, en particular los denominados cohecho subsiguiente (art. 421) y cohecho de facilitación (art. 422).

     
En el cohecho subsiguiente el beneficio o ventaja se acepta o recibe a modo de recompensa, con posterioridad a los hechos realizados por el funcionario. Se ha señalado que la falta de conexión entre los actos del funcionario y el beneficio recibido impide apreciar la existencia de un acuerdo constitutivo de soborno anterior al acto y, por ello, no se ha producido la afectación del bien jurídico.
 Un sector de la doctrina entiende que el legislador ha ido demasiado lejos al tipificar esta forma de cohecho, argumentando que ni siquiera estaba exigido por las normas internacionales. No obstante admiten la regulación actual expresando que el legislador considera que en estos casos sí hubo acuerdo previo que no ha podido ser probado antes de la realización del acto, presunción que se ve avalada por la efectiva aceptación de la recompensa.

     
La afectación del principio de imparcialidad es efectivamente más discutible en este supuesto y prueba de ello es que no se castiga al particular que ofrece dicha recompensa. No obstante creo que el aceptarla por los actos realizados sí implica un cierto grado de peligro para la futura actuación del funcionario y en este sentido, desde el punto de vista del bien jurídico, puede justificarse esta figura como un delito de peligro abstracto. De hecho la presunción de un acuerdo previo de soborno es un argumento importante a la hora de valorar la existencia de ese peligro real hacia el principio de imparcialidad. Al defender ese contenido de injusto en el cohecho subsiguiente se puede concluir que han sido razones de Política Criminal las que han decidido su tipificación. La crítica a la decisión del legislador español de mantener este tipo de cohecho se traslada de esta forma desde el plano dogmático al político criminal, valorando si existen suficientes razones político criminales para aconsejar su tipificación
 y adelantar la intervención del Derecho Penal en este ámbito y, en caso afirmativo, si convendría proponer una interpretación más restrictiva del tipo penal.

     
También ha planteado problemas la justificación del llamado cohecho de facilitación (art. 422), caracterizado porque la conducta del funcionario consiste en aceptar o recibir un  beneficio que no se relaciona con una actuación concreta a modo de retribución de la misma. El beneficio se ofrece “en consideración a la función o cargo” que desempeña el funcionario, por lo cual se puede decir que la conducta de éste consiste en recibir un regalo por ocupar un determinado puesto y gestionar determinadas actividades. La calificación de este supuesto como cohecho de facilitación expresa el fundamento de desvalor que encierra este hecho, que consiste en la peligrosidad de la aceptación de un beneficio que no corresponde al cargo o función desempeñada, como medio de comprometer en el futuro al funcionario para beneficiar en sus decisiones a quien realiza ese regalo.

     
Desde esta perspectiva nos encontraríamos ante un delito de peligro posible o futuro para la independencia y objetividad de quien desempeña un cargo público fundamentado en la idea de una progresión criminal. Otros autores, como  Vázquez-Portomeñe
 exponen sin acudir al posible riesgo futuro, que este supuesto se corresponde con una dimensión puramente formal del abuso de poder y expresa la moderna orientación político criminal de evitar un “clima de corrupción”, manifestado en la extensión de la cultura del regalo.
     
Así planteado este delito, se puede considerar realmente que el acto del funcionario es un auténtico acto de soborno, en cuanto la recepción del regalo es precedida por la oferta del mismo y el funcionario debe conocer que la aceptación de ese regalo constituye precisamente una conducta impropia de su cargo, en cuanto está recibiendo un beneficio que no le corresponde en virtud de su puesto profesional. Desde esta perspectiva, se puede considerar correcta su ubicación sistemática dentro de los delitos de cohecho.

      
No obstante, la regulación de este tipo de soborno plantea en nuestro país la necesidad de limitar su aplicación. No todo acto de aceptación de un regalo en función del cargo tiene la gravedad suficiente para integrar un ilícito penal ni representa un peligro futuro para la integridad del funcionario. Dado que el legislador no establece criterios legales al respecto, la interpretación de los tribunales españoles y la doctrina recurre a criterios normativos, especialmente a los principios de insignificancia y adecuación social, para excluir la aplicación de este precepto a la aceptación de regalos de escasa entidad o que se consideran que entran dentro de unas normas de corrección social legítimas que no implican un efectivo abuso de poder. De igual forma se viene exigiendo un mínimo de condiciones en las relaciones entre el funcionario y quien realiza el regalo, que demuestren la posibilidad de influencias futuras en la actividad pública y que, según la jurisprudencia del Tribunal Supremo, se concretan en una conexión causal entre el cargo del funcionario y la admisión del regalo. 
 

     
Finalmente, el art. 424 establece la responsabilidad penal de los particulares que participan en las diferentes formas de cohecho. En cada delito de esta clase, dado que el núcleo de injusto es siempre un acuerdo o un intento de acuerdo, participan necesariamente en el mismo no sólo los funcionarios sino los particulares, con actos propios definidos como el ofrecimiento o entrega de la dádiva o retribución, por lo cual se justifica la tipificación de su participación en dicho soborno.  

     
No corresponde exponer en este momento todos los problemas que desde el punto de vista teórico plantea el delito de cohecho activo,
 pero sí conviene señalar dos cuestiones. En primer lugar la equiparación de las penas entre los actos del funcionario y los del particular.  Esta igualdad punitiva implica considerar que tienen igual gravedad los actos realizados por el particular: ofrecer y entregar un beneficio económico y los del funcionario: solicitar, aceptar o recibir dicho beneficio. Atendiendo a la afectación del bien jurídico, esta equiparación es discutible, por ejemplo, si se defiende que el cohecho cometido por el particular entraña simplemente un peligro o amenaza al bien jurídico.

     
La equiparación punitiva es por ello una decisión político criminal que atiende a criterios de simplificación normativa y a la idea de atajar la corrupción pública al garantizar la responsabilidad penal de todos los partícipes en la misma. Desde esta perspectiva se puede considerar que la necesaria intervención de los particulares en el soborno a los funcionarios tiene una especial peligrosidad en la facilitación de la corrupción pública y que desde un punto de vista preventivo esa equiparación punitiva es un instrumento adecuado. 

     
En segundo lugar quiero señalar que el código español no contempla la responsabilidad penal de los particulares en los casos de cohecho subsiguiente: no está tipificada la acción de ofrecer una recompensa a un funcionario por la infracción del deber cometido. En este supuesto se rompe la simetría de castigar por los mismos hechos al funcionario y al particular y ello no puede tener otra explicación que la duda sobre la conveniencia de castigar este tipo de soborno desde la perspectiva de la escasa conexión con la afectación del principio de imparcialidad, como manifesté anteriormente. En otras legislaciones, como en la Ley Británica contra el soborno de 2010, la decisión ha sido la de no excluir de responsabilidad penal a los particulares en ningún caso.

4. Los delitos de “soborno” en el ámbito de las actividades privadas: la corrupción entre particulares.

     
La reforma del Código Penal de 2010 introdujo un artículo 286 bis en el cual se regulaban dos delitos diferentes bajo la denominación de “corrupción entre particulares”. El primero de ellos comprende dos conductas de corrupción activa  y pasiva, además del llamado delito de corrupción en el deporte. El nuevo texto del Código Penal aprobado este mismo año incide en este ámbito de la corrupción privada de forma significativa. En primer lugar y, en mi opinión de forma acertada,  modifica la rúbrica de la Sección IV que regula estos delitos, pasando a denominarse “Corrupción en el sector privado”. En segundo lugar trae a este lugar la corrupción en las transacciones internacionales, sacándolas del ámbito del cohecho.
 En tercer lugar, introduce algunas modificaciones en la definición de los actuales delitos de corrupción activa y pasiva, además de modificar su penalidad y de intercambiar su orden en el texto legal.

De forma simplificada y a los efectos de determinar qué es lo que ha pretendido el legislador a la hora de castigar estos delitos de soborno en el ámbito privado podemos distinguir, lo mismo que en los delitos de cohecho, entre la llamada corrupción pasiva y corrupción activa.
Corrupción pasiva: Se castiga al directivo, administrador, empleado o colaborador de una empresa mercantil o de una sociedad
 que por sí o por persona interpuesta, reciba, solicite o acepte un beneficio o ventaja no justificados de cualquier naturaleza para sí o para un tercero, como contraprestación para favorecer indebidamente a otro en la adquisición o venta de mercancías, o en la contratación de servicios o en las relaciones comerciales. 
Corrupción activa: Con las mismas penas será castigado quien, por sí o por persona interpuesta, prometa, ofrezca o conceda a directivos, administradores, empleados o colaboradores de una empresa mercantil o de una sociedad, un beneficio o ventaja no justificados, de cualquier naturaleza, para ellos o para terceros, como contraprestación para que le favorezca indebidamente a él o a un tercero frente a otros en la adquisición o venta de mercancías, contratación de servicios o en las relaciones comerciales.

     
El delito que podríamos denominar de corrupción en el deporte, aplica las disposiciones anteriores a los directivos, empleados o colaboradores de una entidad deportiva o deportistas, árbitros y jueces respecto de aquellas conductas que tengan por finalidad predeterminar o alterar de manera deliberada o fraudulenta el resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva profesionales

     
De forma expresa se especifica en la Exposición de Motivos de la reforma que introdujo en 2010 este precepto que la razón de castigar penalmente estas conductas obedece al cumplimiento de los compromisos internacionales adquiridos por España, y en particular para hacer efectiva la Decisión Marco 2003/568/JAI, relativa a la lucha contra la corrupción en el sector privado. Como expresa Pilar Otero González,
 de esta forma se consigue en España la extensión del concepto penal de corrupción al ámbito de conductas que forman el núcleo duro de la Política Criminal europea orientada en torno a las conductas que implican un soborno tanto en el ámbito público como en el ámbito de los particulares.

     
A los efectos de este trabajo nos interesa reflexionar particularmente sobre la delimitación del bien jurídico protegido a los efectos de encontrar una desvaloración de estas conductas que justifique su tipificación penal. Más en concreto me limitaré a examinar las conductas de corrupción en el ejercicio de actividades económicas y profesionales, excluyendo de este examen el delito de corrupción en el deporte. Considero que poco tiene que ver este delito con la citada Decisión Marco que impulsa la reforma penal española. Es una figura que amplía en exceso la criminalización de conductas corruptas y que se aleja de los fines pretendidos en las normas europeas contra la corrupción en el sector privado.

     
En los delitos de corrupción privada propiamente dichos (286 bis 1 y 2) el núcleo del injusto, lo mismo que sucedía en los delitos de cohecho, se encuentra en la desvaloración del cumplimiento de determinadas actividades, en este caso económicas y profesionales cuando tiene lugar en ellas un acto de soborno, es decir un acuerdo o una proposición de obtener u ofrecer un beneficio o ventaja no justificada a cambio de tomar determinadas decisiones en el ámbito de competencia de los sujetos que pueden ser corrompidos por este medio.

     
La semejanza con el delito de cohecho se extiende también a la simetría entre las conductas de corrupción privada activa y la corrupción privada pasiva. En ambos casos, el sujeto activo del delito realizará la conducta respectiva: ofrecer o solicitar, aceptar o entregar el soborno, bien directamente bien por persona interpuesta. Para entender consumado el delito no es preciso que se produzca necesariamente el acuerdo de soborno; el legislador adelanta el momento de la consumación a la acción de ofrecer o solicitar el beneficio económico, al entender que en esta conducta ya está presente el núcleo normativo negativo que se intenta evitar: el peligro de la realización de actividades económicas y profesionales de una forma impropia.

     
Este núcleo de injusto constituye el primer paso para fundamentar un  contenido de antijuridicidad que justifique la necesidad de criminalizar esas conductas. Debe identificarse en particular un bien jurídico específico que se afecte o lesione de forma grave mediante realización de este tipo de actos corruptos. La concreta forma de definir estos delitos y, en particular, las dudas que se han planteado a la hora de interpretar algunos de los elementos esenciales constituyen un obstáculo para la determinación de un contenido de injusto relevante que legitime su regulación en el Código Penal. 
 

     
Teniendo en cuenta esta dificultad, la interpretación sistemática permite una primera aproximación que sitúa estos delitos en el ámbito de la protección de unos valores jurídicos supraindividuales y colectivos en la línea sugerida por la Política Criminal europea y, en concreto, determina como objeto general de protección el funcionamiento del mercado y los principios que deben regir las relaciones socioeconómicas. Atendiendo a la ratio legis de la reforma de 2010
 se puede especificar el bien jurídico protegido como algunas de las condiciones que garantizan la competencia leal en el ejercicio de las actividades de naturaleza económica o profesional y, a partir de ahí, se puede delimitar el contenido de injusto como una forma de competencia desleal causada por la conducta del soborno.

     
El modelo político criminal de defensa del mercado y, en particular, la protección de las reglas de la competencia leal plantea si se trata de un bien jurídico de naturaleza estrictamente patrimonial, como expone Enrique Bacigalupo, en el sentido de que se trata de evitar una distorsión en los precios de los productos y de los servicios
 o si, por el contrario, el concepto de competencia leal debe entenderse en un sentido no patrimonialista, sino más bien como las condiciones de confianza y estabilidad de los mercados o las expectativas legítimas de los participantes en las actividades y transacciones, tal y como defienden otros autores.
 

     
Algunos autores han defendido otra interpretación, señalando que el delito de corrupción privada obedece mejor a un modelo político criminal que protege el principio de lealtad personal en el seno de las actividades económicas. Se argumenta en este sentido en función de la limitación de los sujetos activos de la corrupción pasiva a los directivos, administradores, empleados o colaboradores de la empresa o sociedad, no mencionando en cambio a los empresarios o a los dueños de la empresa como posibles sujetos activos.
     
Sin embargo la interpretación teleológica de este delito conduce a rechazar que el legislador español haya querido proteger la fidelidad dentro de la empresa como bien jurídico relevante. Entre otros argumentos se puede señalar que se comete el delito incluso cuando la empresa se beneficia del acto de corrupción del gestor de la misma, lo que no tendría sentido si la norma penal se dirigiera a proteger a la empresa frente a los perjuicios causados por los actos desleales de sus empleados o directivos.
 Además debe recordarse que la infracción del deber de deslealtad ad intra hacia la empresa está contemplada de forma específica en el delito de administración desleal.
 La orientación político criminal de la Decisión Marco de la que depende el delito de corrupción privada se dirige con claridad a la protección de la competencia leal ad extra,
 evitando los perjuicios que una gestión corrupta en las actividades económicas pueda generar en el buen funcionamiento de las condiciones generales de la competencia.
     
La determinación de esas obligaciones en España se  puede remitir en concreto a las normas extrapenales contenidas en la Ley de la Defensa de la Competencia y en la Ley de la Competencia Desleal. 

     
Aunque entiendo que ésta es la interpretación más racional, se mantiene en el aire la duda de si habiendo definido así el injusto penal, queda suficientemente justificada la gravedad de la conducta para merecer la protección penal. ¿No se convertiría el Derecho Penal en un mero refuerzo de la normativa mercantil o civil? La evitación de este riesgo exige considerar que no toda infracción de las reglas o normas que regulan la competencia deberían considerarse integradas en el tipo penal del art. 286 bis y, por ello, éste debería interpretarse en el sentido de exigir una especial gravedad de la conducta típica y una concreción mayor del desvalor de injusto.

     
En este sentido considero de especial valor las ideas aportadas por algunos autores, que exigen que el delito de corrupción privada tenga una idoneidad objetiva para lesionar intereses de terceros, por ejemplo, cuando realmente concurra más de una empresa en el caso particular y no solamente la de la persona que ofrece el soborno, de forma que se pueda considerar que la conducta corrupta ponga en peligro concreto o lesione las posibilidades de terceros competidores.
 De igual forma resulta necesario excluir la aplicación del delito a supuestos de escasa gravedad de acuerdo con el principio de insignificancia o del principio de adecuación social a los que no se alude expresamente en la definición actual del delito.
 

     
La corrección de los defectos que la doctrina ha advertido en la definición de este delito ha sido uno de los objetivos de la nueva redacción de estas conductas del art. 286 bis  introducida en la reforma del Código Penal de 2015. En el nuevo texto se suprime el requisito del incumplimiento de las obligaciones por parte del que solicita o acepta el soborno y se relaciona directamente su conducta con la finalidad de favorecer indebidamente a uno de los competidores en la adquisición o venta de las mercancías o en las transacciones comerciales. De esta forma además de resaltar el ámbito de la competencia leal como objeto de protección se refuerza también la centralidad del acto de soborno como elemento catalizador del acto esencialmente corrupto y que reviste una especial gravedad. De esta forma se puede afirmar que el hecho de desarrollar estas actividades mediando una motivación dirigida a un enriquecimiento ilícito generado en un acto de soborno, desde un punto de vista normativo configura siempre un especial desvalor de acción. 
     
La especial desvaloración de una actividad económica cuando se realiza mediando un soborno se incrementa si se considera la peligrosidad de estas conductas desde una perspectiva más general. Y esta es la orientación de la Política Criminal actual en esta materia, que trasciende el daño concreto de los actos de corrupción y valora las consecuencias negativas de estas prácticas para el mercado y el desarrollo económico y social, nacional e internacional. Esa peligrosidad se puede resumir en la extensión global del fenómeno de la corrupción y la normalización de los actos de soborno como conductas casi necesarias en muchos sectores del mundo de los negocios y de las actividades profesionales tanto a nivel interno de los Estados como en el ámbito internacional.

     
Con este fundamento se puede defender suficientemente la legitimidad de tipificación de este delito y, consecuentemente, su naturaleza como delito de peligro abstracto. 

5. Los delitos de corrupción en el ámbito en las transacciones económicas internacionales.
     
No deben faltar en este estudio unas breves consideraciones sobre el delito de corrupción regulado hasta la reforma del Código Penal de 2015 en el art. 445 del Código Penal. Su introducción en el Código Penal obedece también a la necesidad de adecuar nuestro ordenamiento a la Política Criminal internacional en materia de corrupción, en concreto cuando los actos de soborno se dirigen a corromper a funcionarios públicos de otros países o de organizaciones internacionales. El problema que plantea este delito a efectos de interpretar su naturaleza se origina por la separación sistemática entre los delitos de corrupción en el sector público y en el ámbito privado.

     
Teniendo en cuenta la ubicación sistemática que ha tenido entre los delitos contra la Administración Pública parecía que esta forma de corrupción debía interpretarse como una modalidad especial de cohecho: soborno propuesto o intentado a funcionarios públicos y, por ello, aunque éstos desempeñen sus actividades al servicio de otro Estado o de una Organización Internacional debería equipararse el bien jurídico protegido con el correcto ejercicio de las actividades públicas, concretado en los mismos principios de independencia e imparcialidad, tal y como hemos especificado respecto a los delitos de soborno a los funcionarios españoles o de algún país de la Unión europea. Esta perspectiva además sería coherente con la orientación político criminal que intenta prevenir los peligros que se derivan a nivel internacional de una gestión corrupta de los asuntos públicos.

     
No obstante y como habían señalado algunos autores españoles,
 la concreta redacción del tipo penal  introduce algunos elementos que aproximan este delito a los de corrupción privada, en cuanto el soborno se dirige a que los funcionarios corrompidos actúen en el ejercicio de sus funciones públicas “para conseguir o conservar un contrato u otro beneficio irregular en la realización de actividades económicas internacionales”.  Según Rodríguez Puerta y, en ello estoy de acuerdo, el legislador da un giro a la interpretación del bien jurídico en clave socioeconómica, de forma que parece que lo que se intenta evitar es la corrupción en el sector de la competencia económica y empresarial en el ámbito internacional. Siendo correcta esta interpretación nos encontramos ante un caso concreto de regulación unitaria de un hecho corrupto que afecta tanto al sector público como al privado. Y ello es posible, como he reiterado en esta disertación, porque se puede identificar un mismo núcleo valorativo en la corrupción en ambos sectores público y privado: el desempeño injusto de una actividad en cuanto interfiere un acto que vicia el correcto ejercicio de las mismas, conducta injusta concretada en el ofrecimiento de un soborno. Desde esta perspectiva, la nueva regulación de este delito en el texto aprobado este año, que lo traslada al ámbito de corrupción privada, en el nuevo precepto 286 quinquies se puede considerar correcta, aunque en mi opinión no consigue prescindir de esa especial conexión que tiene con los delitos de cohecho.

6. Consideraciones finales

He intentado a lo largo de la presente disertación hacer algunas consideraciones en torno a los actos de soborno que tienen lugar en el cumplimiento de funciones públicas y en la realización de las actividades económicas, en cuanto constituyen el paradigma de los delitos de corrupción en el moderno Derecho Penal. Es cierto que en la vida cotidiana representan sólo una parte de la variada tipología de las conductas corruptas y que su comisión va comúnmente asociada con otros delitos cuya frecuencia o consecuencias son incluso mayores que los actos de soborno. Basta traer a la mente en este momento los casos que han llenado estos últimos años las noticias y la actividad de los tribunales: malversaciones de fondos, prevaricaciones continuadas, tráfico de influencias, etc.












No obstante el soborno conserva esa centralidad en la moderna Política Criminal y ello se debe a la intrínseca naturaleza corrupta de un acto en el que media la presencia de un acuerdo o de un comienzo de acuerdo dirigido a beneficiar al servidor público o al agente económico, hecho que vicia de raíz la imparcialidad del ejercicio de la función pública o pone en grave riesgo la justa competencia en las actividades económicas con los riesgos que ello implica.


Sobre esta base se construye el injusto penal de los delitos de soborno y se legitima la punición penal de los mismos. Cuestión diferente es la justificación concreta de las reformas penales que en nuestro país, siguiendo la  Política Criminal europea, han llevado a una tipificación exhaustiva de los delitos de cohecho y corrupción en el ámbito privado. La doctrina penal y la jurisprudencia se han mostrado reticentes a este respecto, criticando en concreto la falta de necesidad de tipificar determinadas conductas de cohecho y la inseguridad y pobreza de las descripciones legales, especialmente en el ámbito de la corrupción privada.


Algunas de estas consideraciones han sido tenidas en cuenta en la reciente reforma del Código Penal de este año ha rectificado algunas cosas, pero no ha sabido evitar algo que hoy día se le reprocha continuamente al legislador: el incremento de la penalidad, creyendo que el hecho de aumentar las penas va a tener un efecto disuasorio o preventivo, lo cual es algo muy dudoso en el ámbito de la corrupción. 


No basta el intervencionismo penal para erradicar el clima o cultura de corrupción. La acción preventiva debe dirigirse en este tema y en otros muchos a la adopción de medidas sociales, educativas y económicas que fomenten la cultura contraria a la corrupción, que es ni más ni menos la cultura de la honradez. Y en esta cultura el Derecho Penal es una vez más la última medida, no la primera.

� Cuestiones que son objeto de un amplio debate a nivel político y social.


� Cabe citar por su importancia teórica y la frecuencia de su comisión  los delitos de malversación, tráfico de influencias y prevaricación administrativa. 


� HORDER, Jeremy, “Bribery as a form of Criminal wrongdoing”, Law Quarterly Review, 2011, vol. 127, Sweet and Maxwell, pp. 36-54.


� Debido entre otras razones a la diversidad de sus manifestaciones como expone el Profesor José Luis  DE LA CUESTA ARZAMENDI, “Iniciativas internacionales contra la corrupción”, Eguzkilore, nº 17, 2003, pp. 5-26, p.8. 


� Por ejemplo, el Preámbulo del Convenio Penal sobre la corrupción expresa los peligros de la misma; “Poniendo de relieve que la corrupción constituye una amenaza para la primacía del derecho, la democracia y los derechos humanos, que la misma socava los principios de una buena administración, de la equidad y de la justicia social, que falsea la competencia, obstaculiza el desarrollo económico y pone en peligro la estabilidad de las instituciones democráticas y los fundamentos morales de la sociedad…”


� Evidentemente no son conceptos equiparables, (el soborno es en realidad una forma de corrupción).


� Resulta especialmente interesante la consulta de las Actas del 3º Congreso del Grupo de Estudios sobre la Delincuencia Financiera y la Criminalidad Organizada (DELFICO), celebrado en Mónaco (26-28.X.2011) y publicado bajo el título “La corrupción. Aspectos actuales y de derecho comparado” en la revista Nuevos estudios penales, nº 25 2014, Association Internationale de Droit Penal (AIDP).


� KINDHAUSER, Urs, “Presupuestos de la corrupción punible en el Estado, la economía y la sociedad. Los delitos de corrupción en el Código penal alemán”. Política Criminal. nº 3, 2007, A1, pp.1-18, p. 15.


� En este sentido, aunque no se refiera específicamente al ordenamiento español, expone la necesidad de distinguir entre las actividades ilícitas cometidas en el ámbito público y los delitos de corrupción BEGOVIC, Boris “Corrupción: conceptos, tipos, causas y consecuencias” Documentos CADAL, año III, nº 26, 1 de marzo de 2005, p.2; www.cadal.org. 


� Ver la crítica de BACIGALUPO, Enrique respecto al retraso de la legislación española, en comparación con otros países, a la hora de adaptar sus legislaciones nacionales al ámbito de protección comunitario de los intereses económicos y de la lucha contra la corrupción, en Compliance y Derecho Penal, Aranzadi Thomson-Reuters, 2011, p. 139.


� Ver por ejemplo, el análisis de la normativa española contra la corrupción efectuado en el Informe de Evaluación sobre la normativa sustantiva española contra la corrupción (STE 173 et 191, PDC 2)  Tema I, adoptado por el GRECO en su 42ª Reunión Plenaria (Estrasburgo 11-15 mayo de 2009).  


� Sobre estas cuestiones y en particular la repercusión de la reforma de la legislación española en el ámbito de las penas desde la perspectiva de la extradición, ver RAMOS RUBIO, Carlos, “Del delito de cohecho: mano “más” dura “todavía” contra la corrupción nacional e internacional…”, en La Reforma Penal de 2010. Análisis y Comentarios (Quintero Olivares, dir.) Aranzadi, 2011, p. 341.


� El tratamiento de ambos como delitos independientes es la tendencia común en el Derecho Penal comparado. Ver SEGONDS Marc “Rapport de synthèse”. La Corruption. Aspects actuelles et de droit comparé. Actes du 3º Congrès du Groupe de Recherche sur la Délinquance Financière et la Criminalité Organisée (DELFICO), Monaco 26-28 octobre 2011, Association Internationale de Droit Pénal nº 25,2014, p.134-141. 


� Sobre la incidencia de estos principios en el delito de cohecho ver MORALES PRATS, RODRÍGUEZ PUERTA “Comentarios al Código Penal español”, T. II, Aranzadi Thomson Reuters, 6ª ed. 2011, p. 1207. 


�En cambio MORALES y RODRÍGUEZ PUERTA entienden que la lesión del principio de imparcialidad se produce cuando existe el acuerdo previo, por lo que la mera solicitud del funcionario del beneficio simplemente pondría en peligro el bien jurídico; ver “Comentarios al Código Penal”, cit. p. 1216. En mi opinión y esto vale también para el cohecho del artículo 421, el principio de imparcialidad se lesiona en un cohecho antecedente cuando el funcionario ya formaliza un acto de pedir un soborno, puesto que él mismo se coloca fuera del ámbito de la objetividad en la toma de decisiones. 


� Entre otros autores expone estos argumentos MIR PUIG, C. “El delito de cohecho en la reforma del Código penal”, Diario La Ley, nº 7603, 2011; RAMOS RUBIO, en La reforma penal de 2010, cit. p.347.


� En este sentido MORALES y RODRIGUEZ PUERTA (citando a otros autores), aunque plantean condicionar su aplicación a la prueba del acuerdo previo y los casos en que el acto realizado ha sido contrario al ejercicio del cargo, en “Comentarios…”, cit. pp. 1235-1237. 


� También en la Ley Británica contra el soborno de 2010 se regula esta figura de soborno pasivo subsiguiente, lo cual demuestra que son precisamente razones de Política Criminal las que valoran los Estados concretos para ampliar la intervención penal a este caso de corrupción. En ambos casos, España y el Reino Unido, el legislador han seguido una orientación político criminal proclive a castigar penalmente la llamada cultura de corrupción.


�VÁZQUEZ-PORTOMEÑE SEIJAS, Fernando, “Admisión de regalos y corrupción pública. Consideraciones político-criminales sobre el llamado cohecho de facilitación (art. 422 CP), Revista de Derecho Penal y Criminología, 3ª época, nº 6, 2011, pp. 151-180.


� Entre otras ver las SSTS 361/98, de 16 de marzo y 360/08, de 13 de junio. DE LA MATA BARRANCO expone en este sentido tres requisitos: “que el funcionario tenga competencia para influir en el ámbito de actividad de quien entrega la dádiva; que el particular tenga cuestiones a resolver por el funcionario y que la dádiva tenga capacidad para influir en la conducta del funcionario”, en “Corrupción en el sector público y en el sector privado: novedades del Anteproyecto de Reforma del Código Penal de 2008”, Cuadernos Penales. José maría Lidón, nº 6, Deusto Publicaciones, 2009, p. 162.


� Ha planteado muy ampliamente estos problemas DE LA MATA BARRANCO, en su monografía “La respuesta a la corrupción pública. Tratamiento penal de la conducta de los particulares que contribuyen a ella”, ed. Comares, 2004.


� Sobre las críticas a la equiparación punitiva, ver RAMOS RUBIO, La reforma penal de 2010, cit. p 348.


� Pasa a constituir el nuevo artículo 286 ter. 


� A los efectos de este delito se tendrá también en cuenta lo previsto en el art. 297 CP que entiende por sociedad “toda cooperativa, Caja de Ahorros, mutua, entidad financiera o de crédito, fundación, sociedad mercantil o cualquier otra entidad de análoga naturaleza que para el cumplimiento de sus fines participe de modo permanente en el mercado”. 


� OTERO GONZÁLEZ, Pilar “Corrupción entre particulares (Delito de)” Eunomía, Revista en Cultura de la Legalidad nº 3, septiembre 2012–febrero 2013, pp. 174-183, p. 175.


� Desde un punto de vista crítico sobre la deficiente tipificación de estas conductas en relación a la justificación de la gravedad de estos supuestos, ver SILVA SÁNCHEZ, Jesús, “Los delitos patrimoniales y económicos”, Diario La Ley, nº 7534, Sección Tribuna, 23 de diciembre 2010.
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